              ACCION DE TUTELA SEGUNDA NSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 002 2016 00099 01

 ACCIONANTE: DEFENSORIA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA
ASUNTO: CONFIRMA

Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 2ª Instancia - 14 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


66001 31 09 002 2016 00099 01
Accionante:


Abogado Donaldo Córdoba Andrade, apoderado judicial del accionante, doctor Fredy Plaza Mañosca en calidad de Defensor del Pueblo Regional Risaralda y Secretario Técnico de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda.
Accionados:


DEPARTAMENTO DE RISARALDA.

Proceso:



Acción de Tutela
Magistrado Ponente:

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Tema:



APOYOS FINANCIEROS / DERECHOS DE RANGO LEGAL / SUBSIDIARIEDAD / MESA DE PARTICIPACIÓN DE VÍCTIMAS DE RISARALDA / “Ahora bien, esta Sala no desconoce la obligación que tiene el Departamento de Risaralda para proveer la logística necesaria para el desarrollo de las Mesas de Participación de Víctimas de Risaralda  y a los miembros de su Comité. Sin embargo, ha de concluirse que el asunto puesto en conocimiento del juez de amparo se refiere exclusivamente al no suministro de unos apoyos financieros frente a los cuales existen instrumentos procesales propios para su trámite y resolución. (…)”
(…)

“Por lo tanto, se reitera que en este caso en particular no procede la demanda de amparo para resolver la controversia suscitada, lo cual se basa en que la finalidad de la tutela es la de salvaguardar los derechos fundamentales de las personas y no de constituirse en una acción paralela y supletoria de los mecanismos legales ordinarios, tal como lo dispuso el artículo 86 de la Carta Política y el Decreto 2591 de 1991. De tal manera, que esta vía no puede ser utilizada para reclamar derechos que sólo tienen rango legal, ni para hacer cumplir las leyes, los decretos o cualquiera otra norma de rango inferior a la Constitución, lo que lleva a concluir que la solicitud de protección planteada no es procedente. (…)”
(…)

“Aunado a lo anterior, el principio de la subsidiariedad de la acción de tutela tampoco se cumple, (…) Al respecto, esta Colegiatura advierte que la jurisdicción ordinaria tiene previsto como mecanismo de defensa la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad que se encuentran consagrados en los artículos 137 y 138 de la Ley 1437 de 2011, lo que significa que la parte actora cuenta con dichos medios de control contenciosos administrativos para controvertir lo dispuesto en los Decreto 0549 del 12 de mayo de 2015 y el Decreto No.0961 de julio de 2015 , de lo que no existe prueba dentro del expediente se hubieran utilizados por el Defensor del Pueblo hubiera hecho uso de los mismos.”
(…)
“En tal virtud, para el momento en que se decide la presente acción de tutela, la Sala advierte que no hay amenaza de los derechos fundamentales invocados, si se tiene en cuenta que la asignación para los recursos económicos para los miembros de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda era para la reunión de los días 30 y 31 de agosto de 2016, por lo que dicha reclamación no se encuentra vigente, circunstancia que igualmente hace improcedente el amparo solicitado.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-470 de 1998. / Sentencia T-324 de 1993. / Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras. / Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  T-660 de 2010 y T-082 de 2016, entre otras. / Sentencia T-1316 de 2001.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de octubre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.937
Hora: 3:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada el abogado Donaldo Córdoba Andrade, apoderado judicial del accionante, doctor Fredy Plaza Mañosca, en calidad de Defensor del Pueblo Regional Risaralda y Secretario Técnico de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda, contra del fallo  proferido el día seis (6) de septiembre de dos mil dieciséis (2016) por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Departamento de Risaralda – Secretaría de Gobierno. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Indicó el abogado del Defensor del Pueblo de Risaralda por mandato de la legislación colombiana es deber del Estado garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, implementación, ejecución y seguimiento al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas que se creen con ocasión de la misma; en cumplimiento de dicho mandato se crearon las mesas de participación de víctimas, entre ellas la del Departamento de Risaralda, cuya secretaría técnica está en cabeza del Defensor del Pueblo de este Departamento.
Informó que el Comité de Justicia Transicional del Ministerio Público en reunión del 2 de julio de 2015 acordó el protocolo que debe seguirse para el pago de los incentivos de viaje y gastos de transporte de los integrantes de la Mesa de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda, y que la convocatoria a las reuniones de la referida mesa debería ser comunicada a las Secretaría de Gobierno Departamental como mínimo con 8 días hábiles de anticipación, para que así se coordine, disponga y garantice la logística necesaria para ello.
Igualmente señaló que, en reunión del plenario de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de la víctimas de Risaralda, llevada a cabo el 1 y 2 de marzo del año que avanza se organizó el plan de trabajo de dicho organismo, para lo cual se programaron los Comité Ejecutivos Ordinarios desde el mes de marzo hasta diciembre. Así mismo, se pactó que las fechas de cada reunión serían acordadas previamente, lo cual  fue presentado al Secretario de Gobierno de Risaralda mediante el oficio No.6028-4020-DOAV- Radicado No.201600217475 del 25 de mayo de 2016.
Manifestó que el Comité Ejecutivo de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de las Víctimas de Risaralda fijó como fecha para la reunión del plenario los días 30 y 31 de agosto, la que de acuerdo al cronograma correspondía al municipio de Santa Rosa de Cabal, para lo cual mediante oficio 6028-4020-DOAV-Rad. No. 201600286660 del 28 de julio de 2016 el Defensor del Pueblo Regional Risaralda solicitó al Secretario de Gobierno del Departamento, dispusiera los recursos de gastos de transporte, alojamiento y alimentación de los miembros de la Mesa, solicitud que fue negada mediante correo electrónico del 22 de agosto de 2016 por parte del señor Rubén Darío Granados Hincapié, en calidad de Profesional Universitario Grado G 25 de dicha dependencia.  Situación que igualmente ocurrió cuando se desarrollaba la reunión en  Pueblo Rico, Risaralda, para lo cual se debió acudir a la acción de tutela  y el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía concedió en esa oportunidad la medida provisional solicitada, en el sentido de ordenar al Departamento de Risaralda que suministrara la logística para el evento.  
Indicó que para la reunión del plenario de la Mesa Departamental Efectiva de las Víctimas de Risaralda para los días 11, 12 y 13 de mayo en Belén de Umbría, Risaralda, la Gobernación de Risaralda se negó a suministrar lo pertinente para el apoyo logístico, por lo que la Defensoría del Pueblo presentó acción de tutela que fue tramitada por el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira el cual concedió la medida provisional solicitada ordenando a la demandada el que se brindara la logística para el evento aludido; sin embargo, en el fallo de tutela se negó el amparo.

Consideró que el Departamento de Risaralda- Secretaría de Gobierno vulneró los derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, pleno ejercicio de los derechos constitucionales de los demás integrantes de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda, ante la omisión de entregar lo correspondiente a la logística para que se realice la reunión los días 30 y 31 de agosto en Santa Rosa de Cabal.  Por lo tanto, solicitó que se ordenara al ente territorial que realice las actuaciones administrativas pertinentes para que se garantice la logística necesaria con el fin de que se pueda llevar a cabo no sólo la reunión del 30 y 31 de agosto antes señalada, sino todas las demás que se programaron para los siguientes meses del año 2016. Así mismo, solicitó una medida provisional para el suministro de lo necesario para la reunión del plenario de la Mesa Departamental de Participación de las Víctimas de Risaralda para el mes de agosto del presente año. 
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda, visibles a folios 8 al 24.

3. SIPNOSIS  DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA 
3.1. DEPARTAMENTO DE RISARALDA 

La apoderada del ente territorial hizo referencia a cada uno de los hechos presentados por la parte actora y solicitó que se declare la improcedencia de la acción por inexistencia de vulneración de derecho fundamental alguno por parte del organismo que representa, al considerar que las reuniones de dicho espacio de participación fueron apoyadas plenamente por el Departamento, pues a la fecha de contestación de la presente acción, la Mesa Departamental de Víctimas ha desarrollado 6 Comités Ejecutivos y 4 reuniones del plenario, para lo que se han entregado recursos que ascienden a la suma de ($ 43.675.672), de ahí que el presupuesto asignado para el funcionamiento de la Mesa para el año 2016 se encuentre agotado, toda vez que inicialmente se dispuso de un total de $40.000.000 y este presupuesto fue adicionado con $6.000.000, información que fue puesta en conocimiento de la mesa Departamental de Víctimas. 
En lo relacionado con la solicitud presentada por el Defensor del Pueblo Regional Risaralda a través del oficio 6028-4020 DOAV Rad. Nro. 201600286660 del 28 de julio de 2016, con respecto a la petición del desarrollo de una reunión del plenario de la Mesa Departamental de Víctimas para los días 30 y 31 de agosto de 2016, indicó que la misma fue recibida en la entidad el 1 de agosto de 2016, por lo que a la fecha de la interposición de la acción de tutela no se había vencido el término para resolver de fondo la petición, no obstante la entidad territorial expresó en todos los espacios que los apoyos logísticos y de estadía están garantizados para dicha reunión, más no los apoyos económicos, precisamente por el agotamiento de los recursos.

Reiteró que el Departamento de Risaralda ha respaldado las actividades de la Mesa Departamental de Víctimas, garantizando los recursos económicos que le permiten participar  de los espacios creados por la Ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios.  No obstante, el ente territorial sólo puede suministrar apoyos de participación a dicha Mesa, atendiendo a las disposiciones que orientan la ejecución de recursos públicos.

Concluyó la apoderada, que en el escrito de tutela no se demostró la urgencia de la reunión  programada para los días 30 y 31 de agosto de 2016 o la existencia de una situación impostergable o de un daño inminente al no lograrse su realización, que hiciera procedente la intervención del Juez Constitucional para ordenar la prestación de recursos económicos.   (Fls. 36-52)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el seis (6) de septiembre de dos mil dieciséis (2016), el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira decidió: i) Declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por el Defensor del Pueblo, a través de su apoderado judicial, contra la Secretaría de Gobierno del Departamento de Risaralda, para ordenar que destine los recursos necesarios para la celebración de la reunión del Plenario de la Mesa Departamental de Participación efectiva de víctimas de Risaralda, por no cumplir con los requisitos de procedencia, establecidos por el principio de subsidiariedad del amparo constitucional.   (Fls. 63-69)
El fallo anterior fue notificado al apoderado judicial del Defensor del Pueblo de Risaralda mediante correo electrónico del miércoles 7 de septiembre de 2016 (folio 72).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 12 de septiembre de 2016, el apoderado del Defensor del Pueblo Regional Risaralda presentó impugnación considerando que más allá de toda duda, que como lo señalan las pruebas y los argumentos ampliamente expresados, corresponde al Departamento de Risaralda en cabeza de su mandatario, garantizar la logística necesaria para que se lleve a cabo la Reunión del Plenario de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de las Víctimas de Risaralda; y en el presente caso el mecanismo judicial idóneo si es la acción de tutela.  En tal virtud, consignó las mismas peticiones que relacionó en la demanda de tutela (Fls. 73 y 74).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. PROBLEMA JURIDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) La inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
.  Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
”.   Es decir, que no basta la constatación de cualquier perjuicio, en sede de tutela es insuficiente pregonar que todo daño pueda precaverse por esta excepcionalísima vía, debe estar provisto de las características apuntadas, explica la Corte
: “En consecuencia, no todo perjuicio puede ser considerado como irremediable, sino solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad, requiera de medidas de protección urgentes e impostergables.”

6.4. De conformidad con las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, la Sala  observa que la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda dirigió al  doctor Julio César Londoño A., Secretario de Gobierno Departamental de Risaralda, un oficio con fecha del 25 de mayo de 2016 mediante el cual le informó el cronograma de los Comités Ejecutivos Ordinarios y Plenarios, Mesa de Participación Efectiva de la Mesa Departamental de Víctimas de Risaralda (sic) correspondiente a los meses de marzo a diciembre de 2016 y los municipios en donde se llevarían a cabo los plenarios de citada la Mesa (folios 20 y 21). Así mismo, el 28 de julio de 2016 se profirió el oficio No.6028-4020-DOAV radicado No.201600286660 dirigido al Secretario de Gobierno Departamental por medio del cual solicitó que dispusiera de los recursos de gastos de viaje, transporte, alojamiento y alimentación y refrigerio para los miembros de la Mesa Departamental de Víctimas para llevar a cabo la reunión de plenario los días 30 y 31 de agosto de 2016 en Santa Rosa de Cabal, Risaralda (folio 22), petición que fue reiterada el 22 de agosto de 2016 (folio 23, adverso). Al respecto, obra copia de una respuesta vía correo electrónico del 16 de agosto de 2016 mediante el cual la entidad demandada se refirió al agotamiento de los recursos económicos del Departamento para el suministro de los apoyos  de participación e informó sobre la adición que se hizo por $6.000.000 para el funcionamiento de la Mesa Departamental de Víctimas. Así mismo, no autorizó los apoyos para la actividad solicitada mediante comunicación 10974_2016-06-06 (folios 23 y 24).
6.5.  Cabe mencionar que las Mesas de Víctimas están sustentadas en los postulados de la Ley 1448 de 2011, su Decreto reglamentario 4800 de 2011 y en la Resolución 0388 de 2013 de la Unidad de Víctimas, que adopta el Protocolo de Participación Efectiva de las Víctimas, con el fin de que éstas puedan participar de la forma más amplia posible, de ahí que el Protocolo haya determinado un mínimo de cuatro sesiones ordinarias al año, hasta un máximo de diez, facilitando a las personas acudir a estos espacios sin que se vean afectadas sus relaciones laborales, de generación de ingresos o sus obligaciones familiares, tal como lo indican los artículos 14 y 28 de la Ley 4800 de 2011.  Así mismo, dicha norma señala en el artículo 201 un mecanismo de monitoreo y seguimiento al cumplimiento de la ley, de conformidad con el cual se conforma la Comisión de Seguimiento y Monitoreo  “la cual tendrá como función primordial hacer seguimiento al proceso de diseño, implementación, ejecución y cumplimiento de las medidas contenidas en esta ley.”  La norma dispone que esta Comisión estará conformada por:

  “1. El Procurador General de la Nación o su delegado, quien la presidirá.
2. El Defensor del Pueblo o su delegado, quien llevará la secretaría técnica.
3. El Contralor General de la Nación o su delegado.
4. Tres representantes de las víctimas de acuerdo con el procedimiento establecido en el Título VIII, los cuales deberán ser rotados cada dos años.”

6.5.1.  Frente al alcance de la Ley 1448 de 2011 la Corte Constitucional en la Sentencia C-252 de 2012 señaló que la misma “consagra un amparo integral de las víctimas, y abarca mecanismos de asistencia, atención, prevención, protección, reparación integral con enfoque diferencial, acceso a la justicia y conocimiento de la verdad, ofreciendo herramientas para que aquellas reivindiquen su dignidad y desarrollen su modelo de vida. Así mismo afirmó que esta ley se inscribe dentro del conjunto de instrumentos normativos que se han expedido con el fin de hacer frente a la situación de conflicto armado y que pueden articularse conceptualmente en torno a la idea de un modelo de justicia transicional que responda a las peculiaridades de la situación del país. Menciona que la ley parte del reconocimiento de la dignidad de todas las personas que han sufrido las consecuencias del conflicto armado interno y, en función de ello, consagra los principios de la buena fe, igualdad de todas las víctimas y enfoque diferencial, así como los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad.”
 

6.6.  Ahora bien, esta Sala no desconoce la obligación que tiene el Departamento de Risaralda para proveer la logística necesaria para el desarrollo de las Mesas de Participación de Víctimas de Risaralda  y a los miembros de su Comité. Sin embargo, ha de concluirse que el asunto puesto en conocimiento del juez de amparo se refiere exclusivamente al no suministro de unos apoyos financieros frente a los cuales existen instrumentos procesales propios para su trámite y resolución. Al respecto, el Gobernador de Risaralda y la Secretaría de Gobierno Departamental expidieron el Decreto 0549 del 12 de mayo de 2015 por medio del cual “se adopta una tabla de valores para el reconocimiento de apoyos a garantizar la participación efectiva de los miembros de la Mesa Departamental de Participación de las Víctimas del Conflicto Armado y de sus representantes ante los demás espacios de participación en el Departamento de Risaralda” (Fls.54-57), el cual fue modificado por el Decreto No.0961 de julio de 2015  (Fls. 58-60).  De tal manera, que con sujeción a dichas reglas el Departamento de Risaralda procede a las financiación de los gastos y apoyos monetarios que reclama la parte actora, los que tuvieron que ser adicionados por el agotamiento de los recursos inicialmente asignados por el ente territorial,  lo que significa que no es viable por vía de tutela obligar a dicha dependencia que brinde la logística requerida.
6.7.  Por lo tanto, se reitera que en este caso en particular no procede la demanda de amparo para resolver la controversia suscitada, lo cual se basa en que la finalidad de la tutela es la de salvaguardar los derechos fundamentales de las personas y no de constituirse en una acción paralela y supletoria de los mecanismos legales ordinarios, tal como lo dispuso el artículo 86 de la Carta Política y el Decreto 2591 de 1991. De tal manera, que esta vía no puede ser utilizada para reclamar derechos que sólo tienen rango legal, ni para hacer cumplir las leyes, los decretos o cualquiera otra norma de rango inferior a la Constitución, lo que lleva a concluir que la solicitud de protección planteada no es procedente.  En este sentido, la Corte Constitucional desde la Sentencia T-470 de 1998 dijo lo siguiente: 
“Las controversias por elementos puramente económicos, que dependen de la aplicación al caso concreto de las normas legales ​–no constitucionales– reguladoras de la materia, exceden ampliamente el campo propio de la acción de tutela, cuyo único objeto, por mandato del artículo 86de la Constitución y según consolidada jurisprudencia de esta Corte, radica en la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos constitucionales fundamentales, ante actos u omisiones que los vulneren o amenacen.
En consecuencia, el rechazo de la acción de tutela por improcedente, respecto de la pretensión de orden económico, es lo que impone la Carta Política (C.P., art. 86), en la medida en que no se trata de la vulneración de un derecho fundamental y dado que el interesado cuenta con la acción y los recursos ordinarios necesarios”.
6.8. Aunado a lo anterior, el principio de la subsidiariedad de la acción de tutela tampoco se cumple, si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 6º del decreto 2591 de 1991 numeral primero que indica que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos. Al respecto, esta Colegiatura advierte que la jurisdicción ordinaria tiene previsto como mecanismo de defensa la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad que se encuentran consagrados en los artículos 137 y 138 de la Ley 1437 de 2011, lo que significa que la parte actora cuenta con dichos medios de control contenciosos administrativos para controvertir lo dispuesto en los Decreto 0549 del 12 de mayo de 2015 y el Decreto No.0961 de julio de 2015 , de lo que no existe prueba dentro del expediente se hubieran utilizados por el Defensor del Pueblo hubiera hecho uso de los mismos. 
6.9. Ahora bien, de conformidad con el numeral 4º del artículo 6º del mencionado Decreto 2591 de 1991 la acción de tutela tampoco procederá: (…) “4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.”  En tal virtud, para el momento en que se decide la presente acción de tutela, la Sala advierte que no hay amenaza de los derechos fundamentales invocados, si se tiene en cuenta que la asignación para los recursos económicos para los miembros de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda era para la reunión de los días 30 y 31 de agosto de 2016, por lo que dicha reclamación no se encuentra vigente, circunstancia que igualmente hace improcedente el amparo solicitado. 
6.10.  Consecuente con los precedentes jurisprudenciales referidos en este proveído, la Sala confirmará el fallo de primera instancia. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 6 de septiembre de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por el apoderado judicial del Defensor del Pueblo y Secretario Técnico de la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda.

SEGUNDO: Notificar esta decisión a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-324 de 1993.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-1316 de 2001, MP: Rodrigo Uprimny Yepes.
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